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En el presente escrito, se tratará de explicar 
brevemente acerca de la diferencia del cómputo 
de los plazos, que existe entre la Administración 
Pública en General y la Administración Pública 
Tributaria; aprovechando el espacio, se harán 
algunas brevísimas acotaciones de índole cultural 
e histórica.

En palabras de Guillermo Cabanellas, el plazo es 
el tiempo o lapso fijado para una acción. Desde la 
óptica del derecho procesal, el plazo lo define como 
el espacio de tiempo concedido a las partes para 
comparecer, responder, probar, alegar. Consentir o 
negar en juicio1. 

El plazo en materia de Obligaciones Civiles 
(Derecho Civil), lo podemos entender como el 
espacio de tiempo que se fija, ya sea por la ley, por el 
juez o por las mismas partes en sus convenciones, 
en vista del cumplimiento de los hechos o actos 

El plazo en días 
en la materia Tributaria

jurídicos determinados. La idea de tiempo se utiliza 
para designar el momento inicial o final2.  

Con esta claridad sobre el concepto de plazo, 
podemos mencionar que tal vocablo tiene una serie 
de acepciones u adaptaciones según la materia 
en que se empleará; no obstante, su esencia no 
cambia, la cual consiste en la medición del tiempo; 
es decir, el plazo se somete al cómputo, a lo que 
podemos entender como al cálculo o a las cuentas 
de las fracciones del tiempo acordadas por las 
partes de un contrato, la decisión judicial; o bien, 
en lo que dicta la ley, por cuanto aquellas pueden 
ser en años, meses y días, siendo estos últimos el 
objeto de exposición del presente escrito.

Frente a esta situación, nos consultamos, para el 
cómputo de los plazos, ¿cuáles días se toman en 
consideración?, ¿cuáles días se descartan? y ¿por 
qué motivo sucede ello?
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Desde la regulación que hace el Código Civil, quizá 
la norma vigente más antigua del Ordenamiento 
Jurídico costarricense3 , encontramos  cómo se 
deben contar plazos en días, en meses y en años; 
el artículo 15 de dicho compilado normativo, en 
la segunda mitad de su primer párrafo, permite 
leer que aplicaremos el calendario gregoriano, 
computándose los plazos de fecha tras fecha, si 
esos fueron fijados por meses o por años; en el 
mismo sentido, el texto del artículo 881 del cuerpo 
legal de cita nos indica que en las prescripciones 
por meses y por años, se cuentan unos y otros de 
fecha tras fecha, según calendario gregoriano4 .

Traemos a colación la garantía constitucional 
prevista en el artículo 34 de la Constitución Política, 
que constituye una defensa de las personas, de 
los derechos patrimoniales adquiridos y de las 
situaciones jurídicas consolidadas frente al Poder 
Público5 , que se puede encontrar al remitirnos a 
la Ley General de la Administración Pública, que, 
en sus artículos 255 y 256, contiene las reglas que 
se aplican en los procedimientos administrativos, 
al obligar tanto a la Administración como a los 
administrados, con la diferencia de lo normado 
en el Código Civil de que los plazos establecidos 
por días, para la Administración, incluye los días 

inhábiles; mientras que, para los particulares (los 
que no son administración), serán siempre de días 
hábiles, ajustándose esta norma a que los plazos 
que no son para el administrado, deben entenderse 
como naturales.

Surge aquí la necesaria definición de los días 
naturales, que, como según lo dice Guillermo 
Cabanellas,6  dentro del procedimiento jurídico 
equivale a “día hábil”; es decir, el día que es útil 
para actuaciones judiciales frente a los inhábiles. 
En contraposición, el mismo autor indica que el día 
inhábil es aquel en el cual se suspenden las labores 
de los tribunales o los jueces, por estar destinado 
al descanso o a determinadas conmemoraciones.7 

Así la situación y realizando una analogía, 
conforme los horarios que maneja la Administración 
Pública, los días hábiles son todos aquellos en 
los que permanecen abiertas sus oficinas, lo que 
conlleva excluir los días sábados y domingos, que 
son los días de descanso y los que sean dedicados 
a las determinadas celebraciones, que coincidan 
con los restantes cinco días de la semana que no 
son de descanso.

Ejemplo de ello es un caso hipotético en que 
la Administración cuente con un plazo de 30 días 
para emitir un acto administrativo y dicho lapso se 
inicia el 1 de agosto de 2019. A pesar de que este 
mes tiene dos días de celebraciones legalmente 
constituidas (2 y 15 de agosto) los treinta días se 
deben contar incluyendo los mismos dos días, así 
como los días de descanso; siendo, entonces, que 
el cómputo finaliza el día 30 de agosto de 2019.

Distinto sucede con los particulares, en el mismo 
ejemplo el plazo que se inicia el 1 de agosto de 
2019, se debe excluir ambos días feriados (2 
y 15 de agosto 2019), así como los días de 

Desde la óptica del derecho 
procesal, el plazo lo define 
como el espacio de tiempo 
concedido a las partes para 
comparecer, responder, probar, 
alegar. Consentir o negar en 
juicio.
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descanso; siendo, entonces, que los treinta días se 
contabilizarán hasta el 13 de setiembre de 2019.

Recordemos que el Derecho Tributario es una 
rama especial del Derecho Financiero; el autor 
costarricense, Enrique Villalobos Quirós, citando 
a Giuliani Fonrouge escribió que: “[…] el Derecho 
Tributario o Derecho Fiscal, que es la rama del 
Derecho Financiero que se propone estudiar el 
aspecto jurídico de la tributación, en sus diversas 
manifestaciones: como actividad del Estado, en 
sus relaciones con los particulares y en las que se 
suscitan entre estos…”8. 

Es discusión doctrinal que para algunos autores 
el Derecho Tributario goza de autonomía; por eso, 
se lo llama “Derecho Especial”; mientras que, para 
otros, su autonomía no es total o plena. Ejemplo 
de esto último se contiene en el artículo 155 del 
Código de Normas y Procedimientos Tributarios 

(Código Tributario en adelante) que dice: “[…] En 
materia de procedimiento, a falta de norma expresa 
en este Código, se deben aplicar las disposiciones 
generales de procedimiento administrativo y en 
su defecto, las de los Códigos de Procedimientos 
Civiles o Penales, según el caso de que se trate”. 

En específico con la materia de los plazos, el 
Código Tributario contiene una norma expresa que 
los regula, lo que es contrapeso en la balanza de 
su autonomía que venimos mencionando. Esta 
regulación de los plazos en materia tributaria, 
ocasiona que el cómputo de estos sea distinto al 
conteo de los plazos del resto de la Administración 
Pública.

Ubicados en el artículo 10 del Código Tributario, 
este, claramente, dice:

Artículo 10.- Cómputo de los plazos. Los plazos 
legales y reglamentarios se deben contar de la 
siguiente manera: a) Los plazos por años o meses 
son continuos y terminan el día equivalente del 
año o mes respectivo; b) Los plazos establecidos 
por días se entienden referidos a días hábiles; y c) 
En todos los casos, los términos y los plazos no 
son prorrogables, salvo que la ley indique que sí 
pueden serlo.

Este artículo no hace diferencia entre 
Administración y Particulares, o, como se lee en el 
anteriormente citado dictamen de la Procuraduría 
General de la República C-173-98: “[…] No es 
posible, legítimamente, distinguir donde la Ley no 
distingue; ello constituye un Principio General de 
Derecho…”, por lo que tal disposición se aplicará 
por igual a los particulares y la Administración 
Tributaria. Incluso el inciso c) del artículo transcrito, 
es sumamente puntual al indicar que para la 
Administración Tributaria los plazos que venzan en 

Los días hábiles son 
todos aquellos en los que 
permanecen abiertas sus 
oficinas, lo que conlleva 
excluir los días sábados y 
domingos, que son los días 
de descanso y los que sean 
dedicados a las determinadas 
celebraciones, que coincidan 
con los restantes cinco días 
de la semana que no son de 
descanso.
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día inhábil, se extienden hasta el primer día hábil 
siguiente, situación que, por disposición de la Ley 
General de la Administración Pública, no se aplica 
al resto de la Administración Pública sometida al 
régimen de dicha Ley General.

El Código Tributario en diversos artículos se 
refiere a “días hábiles” (ver último párrafo de artículo 
18 bis artículos, incisos a) y b) del artículo 145); 
en otros casos, hace referencia a “días naturales” 
(ver el primer y tercer párrafo del artículo 86; ver 
el segundo párrafo del artículo 114); mientras que 
también hace mención de plazos solamente en 
“días” (ver último párrafo del artículo 86), los que, 
según las anteriores consideraciones, se deben 
contabilizar solamente en días hábiles y no así 
los inhábiles; tampoco, se debe computar en días 
naturales que contienen ambos. Dados estos 
asuntos, el plazo de 45 días para evacuar las 
consultas, que realicen los contribuyentes bajo el 
amparo del artículo 119 del Código Tributario, debe 
computarse en días hábiles. 

El Derecho Tributario o Derecho 
Fiscal, que es la rama del Derecho 

Financiero que se propone 
estudiar el aspecto jurídico de 
la tributación, en sus diversas 

manifestaciones: como actividad 
del Estado, en sus relaciones con 

los particulares y en las que se 
suscitan entre estos.

Es posible que se susciten más ejemplos de este 
tipo en el Código Tributario como en el Reglamento 
de Procedimiento Tributario; esperamos que, con la 
exposición aportada, se logre definir la situación y 
el lector pueda ejercer su derecho y principalmente 
entender que los plazos para la Administración 
Tributaria se tornarán más largos, no por antojo o 
impericia administrativa, sino por imperativo legal, 
en estricto apego al principio de legalidad.9  
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